COMUNICADO

El Consejo de la Prensa Peruana manifiesta su enérgico rechazo a ciertos aspectos puntuales y vitales de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública, promulgada por el gobierno la semana pasada, por considerar que atentan contra el derecho ciudadano a la

información y legitiman la cultura del secreto en el Perú.

Si bien la referida norma incluye importantes avances en materia de éste derecho, éstos defectos la vician seriamente.  

En particular, alertamos sobre el artículo 15 referido a las

excepciones a la Ley que otorga al Poder Ejecutivo la función de clasificar información como "secreta y estrictamente secreta" por razones de seguridad nacional a través de  acuerdos adoptados por el Consejo de Ministros y que solamente pueden ser revisados luego de

transcurridos cinco años.

Llamamos la atención sobre el peligro inherente a un procedimiento que otorga al gabinete ministerial, un estamento eminentemente político y coyuntural, la facultad de clasificar información como secreto de Estado. En el pasado, el secreto en aras de la seguridad nacional ha

sido utilizado como pretexto para impedir la fiscalización ciudadana propia de un país democrático, ocultar irregularidades y evadir responsabilidades, ocasionando graves daños.

Consideramos que la decisión de clasificar información

como secreta debería ser regida por una serie de criterios fijos establecidos por ley. En caso de controversia, la decisión final debería recaer sobre el Poder Judicial.

El Consejo de la Prensa Peruana lamenta que el Congreso de la República no haya tomado en consideración las precisiones contenidas en el documento "Acceso a la Información y Seguridad Nacional", alcanzado oportunamente a la comisión parlamentaria pertinente, sugerencias específicas que son fruto de prolongadas conversaciones entre representantes de la sociedad civil y oficiales de alto rango representando a las Fuerzas Armadas y Policiales.

Asimismo objetamos el inciso i) del ya mencionado Artículo 15 que establece que a la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública, que es una ley de desarrollo constitucional, se le puedan añadir excepciones al derecho a la información mediante una ley de menor rango. También preocupa que la ley obvie la prioridad de interés  público en las restricciones sobre privacidad.

Por lo expuesto, y reiterando que la ley en discusión incluye avances importantes siempre y cuando la administración pública cumpla con sus requerimientos, el Consejo de la Prensa Peruana se pone una vez más a disposición de los poderes del Estado para colaborar en la modificación puntual de una situación que ya es materia de críticas por parte de la Sociedad Interamericana de Prensa, entre otras organizaciones internacionales especializadas en la defensa de la libertad de expresión. 
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